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Seguridad y política

“Al volverse Colombia un país minero 
y cocalero, se produjo una fractura entre las 
regiones andinas densamente pobladas y los 
nuevos centros de producción minera y co-
calera […] que generó de ese modo un nue-
vo modelo de dominio indirecto en el que ya 
no hay correas de transmisión [como lo eran 
los partidos políticos tradicionales], sino una 
coordinación por parte del centro de dife-
rentes alianzas regionales involucradas en 
la distribución de rentas a través de redes de 
agentes políticos, privados e ilegales” (2010).

Para entender el segundo factor que 
influyó en la manifestación y evolución de la 
parapolítica es necesario comprender, como 
sostienen María del Pilar Castillo y Boris Sa-
lazar, que toda guerra territorial contempla 
no sólo el plano militar, sino también la lucha 
entre bandos opuestos que buscan controlar 
la población, generar arreglos sociales favora-
bles a sus proyectos de expansión y construir 
relaciones de poder que garanticen su conso-
lidación (Castillo y Salazar, 2007, 76). En esta 
vía, la parapolítica es una consecuencia de la 
evolución de una confrontación armada de 
larga data que ha terminado por convertirse 
en un elemento fundamental del proceso de 
configuración de algunas regiones del país 
donde los paramilitares no sólo buscaban la 
captura de rentas y recursos, sino también la 
puesta en marcha de un nuevo proyecto so-
cial y su reconocimiento político a través de 
una negociación con el gobierno de Álvaro 
Uribe Vélez que les permitiera insertarse en 
la sociedad colombiana. 

Los acuerdos parapolíticos: contexto 
y dinámicas de interacción

Gran parte de los acuerdos parapolíticos se 
dieron bajo el marco de la expansión y con-
solidación de las AUC y como reacción a los 
diálogos de paz con la guerrilla. Lo anterior, 
sumado a un sistema de partidos atomiza-
dos que favorecía enormemente el poder 
individual de los políticos, sirvió de base  
para que políticos y paramilitares conver-
gieran en varias regiones del país. A esto 
se le añade que aunque la reforma política 
de 2003 pretendió 
generar un sistema 
de incentivos que 
buscó reagrupar los 
movimientos polí-
ticos en pocas pero 
sólidas organizacio-
nes políticas, fomentó la creación de grupos 
altamente criminalizados como Colombia 
Viva, Colombia Democrática o Convergencia 
Ciudadana.  

Con todo, lo que aquí se quiere destacar 
es que el contexto político y militar en el que 
tuvieron lugar estas relaciones hizo que los 
acuerdos entre paramilitares y políticos se 
facilitaran pues tanto los márgenes de incer-
tidumbre como los riesgos eran menores.  

En ese sentido, el nivel de organización 
que alcanzaron los bloques y frentes para-
militares –que aunque funcionaban bajo una 
estructura federada contaban con cabezas 
visibles y responsables– su discurso políti-
co, su énfasis en la lucha contrainsurgente, y 
el proceso de negociación que iniciaron con 
el gobierno de Álvaro Uribe, no sólo los ubi-
có en una posición mucho menos ambigua 
frente a la legalidad, sino que también les 
dio una suerte de matiz político que, suma-
do al poder de facto que ejercían en varias 
regiones del país, llevaron a que fueran con-

cebidos por algunos sectores políticos como 
actores legítimos que debían ser tenidos en 
cuenta (parapolítica).  

La “bacrimpolítica”: ¿nuevo contexto, 
nuevas interacciones?

Con base en la experiencia de la parapolítica 
algunos medios de comunicación vaticinan la 
repetición de esta historia para las próximas 
elecciones locales y departamentales de oc-
tubre. La reciente captura de Bladimir Lon-
doño, alcalde del municipio de San José de 
Uré (Córdoba), sindicado de haber desviado 
8.000 millones de pesos del sector salud que 
fueron a parar a las arcas de una banda cri-
minal, ha sido calificada como el inicio de la 
“bacrimpolítica” (Semana, 2011). Ante este 
hecho las agencias y organismos de control 
del Estado prendieron las alarmas y recono-
cieron la existencia del fenómeno. Aunque el 
ministro del interior, Germán Vargas Lleras, 
dijo que eran 64 los municipios que podían 
resultar afectados, el Registrador Nacional, 
Carlos Ariel Sánchez, es menos conservador 

y estima que pue-
den ser un poco más 
de 300 (El Heraldo, 
2011).  

Sin embargo, a 
pesar de que se reco-
noce la existencia de 

este riesgo, poco se ha dicho sobre las posibi-
lidades y el margen de maniobra con el que 
cuentan estas organizaciones para vincularse 
con la política institucional. Factores como el 
nuevo contexto político nacional, las caracte-
rísticas organizacionales de estas estructuras 
armadas y los intereses que tendrían los po-
líticos en aliarse con ellas llevan a pensar que 
aunque las denominadas “Bacrim” se harán 
sentir en la próximas elecciones, su influen-
cia será mucho menor que la que tuvo el pa-
ramilitarismo o, por lo menos, tendrá carac-
terísticas diferentes.  

En primer lugar, a pesar de que aún 
existen factores estructurales que hacen de 
muchas regiones entornos favorables para 
que prosperen ofertas de seguridad y pro-
tección alternativas a las del Estado –más 
cuando algunas elites regionales estarían 
dispuestas a frenar a sangre y fuego los in-
tentos reformistas que abandera el gobier-
no de Juan Manuel Santos– la calificación 
que éste ha hecho de estas organizaciones 

La nueva base económica agroexportadora 
(vocación minera y cocalera) que asumió el país 
contribuyó a dar mayor margen de maniobra a 
las regiones. 

Gran parte de los acuerdos parapolíticos se 
dieron bajo el marco de la expansión de las AUC 
y como reacción a los diálogos con la guerrilla.

“ El contexto político y militar en 
el que tuvieron lugar estas relaciones 
hizo que los acuerdos entre paramili-

tares y políticos se facilitaran”.
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como meras expresiones del crimen orga-
nizado (El Universal, 2011, febrero 7) mina 
sus posibilidades de presentarse como gru-
pos que poseen alguna legitimidad y las 
sume en una posición mucho más confron-
tacional y menos ambigua frente a la legali-
dad de la que tuvo el paramilitarismo tipo 
AUC. El descrédito y la condena desde el 
nivel central, exacerbados luego del crimen 
de los dos estudiantes de la Universidad de 
Los Andes que “nacionalizó” el problema de 
seguridad de muchas regiones, se traduce 
en una reducción del margen de maniobra 
que estos grupos armados puedan tener en 
la política local y regional. 

En segundo lugar, estos grupos se ca-
racterizan por no tener muchas cabezas 
visibles y sí frecuentes relevos de sus ca-
becillas, y por una estructura mucho más 
proclive a la descentralización del mando. 

Estos factores probablemente puedan afec-
tar el márgen de maniobra que las “Bacrim” 
tendrían para negociar pues los políticos no 
estarían dispuestos a entablar acuerdos du-
raderos con actores armados que no cuen-
tan con la capacidad de garantizar el cum-
plimiento de los pactos.

Por último, y en relación con lo anterior, 
habría que preguntarse si la clase política 

estaría interesada en pactar con estas orga-
nizaciones. No sólo porque los riesgos de ser 
judicializados son mayores, tal y como lo han 
demostrado los procesos relacionados con 
la parapolítica, sino también porque en esta 
nueva etapa los políticos regionales están 
más interesados en mantener la vigencia de 
los órdenes sociales que conformaron en el 
pasado y en asegurar su permanencia en el 
poder, que en fomentar nuevos órdenes a tra-
vés del uso de las armas. 

Mirados en conjunto, estos tres factores 
permiten considerar que aunque se mantie-
nen los incentivos para que converjan sec-
tores políticos y organización armada, los 
costos de transacción, esto es, los riesgos 

Bladimir Londoño, alcalde del municipio de San 
José de Uré (Córdoba), sindicado de haber des-
viado 8.000 millones de pesos del sector salud. 

asociados a establecer una relación de in-
tercambio entre ambos, resultan mucho más 
altos que los que caracterizaron los acuerdos 
parapolíticos. Por ello, se puede prever que la 
naturaleza de los mismos se transforme ha-
cia nuevos acuerdos más efímeros y contin-
gentes guiados por una lógica instrumental, 
por ejemplo, al buscar la exclusión violenta 
de oponentes o individuos “incómodos”. 

A pesar de las dificultades menciona-
das, las elecciones de octubre deben consi-
derarse como un laboratorio en el que estas 
organizaciones armadas probarán nuevos 
mecanismos de infiltración de la institucio-
nalidad política y buscarán aprender de esa 
experiencia para intentar fortalecerse políti-
camente en un futuro no muy lejano. 

“ La reciente captura de Bladimir 
Londoño, alcalde del municipio de San 
José de Uré (Córdoba), sindicado de 
haber desviado 8.000 millones de pe-
sos del sector salud que fueron a parar 
a las arcas de una banda criminal, ha 
sido calificada como el inicio de la ‘ba-

crimpolítica’ ”.

Santos ha calificado a las “Bacrim” como meras 
expresiones del crimen organizado. 
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